
 
 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO   

 
JUZGADO CUARENTA  Y SIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

Bogotá, D.C., Tres (3) de diciembre de dos mil veintiuno (2021). 
 

 
Tutela de Primera Instancia No. 2021-682 

 
 

Agotado el trámite establecido por la ley se procede a emitir fallo dentro de la 

acción de tutela de la referencia en los siguientes términos:  

 

ANTECEDENTES 

1. El señor ERNESTO EMILIO ARICAPA CALVO por intermedio de 

apoderado acude a la jurisdicción constitucional solicitando se le proteja su derecho 

fundamental de petición, presuntamente vulnerado por la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. En consecuencia, solicitó 

ordenar a la accionada dar respuesta a la solicitud presentada. 

 

2. Como sustento de sus pretensiones, el actor expuso estos hechos: 

 

Manifiesta el accionante que interpuso derecho de petición el pasado 12 de 

julio de 2021, ante la entidad accionada, a fin de que se le expidiera el paz y salvo 

por concepto de pago de costas judiciales, que a la fecha de interposición de la 

presente acción, no se ha recibido respuesta alguna, lo que afecta su derecho 

fundamental de petición. 

 

ACTUACIÓN PROCESAL 

1. Mediante auto de fecha 29 de noviembre de 2021, se avocó conocimiento 

de la presente acción, se ordenó oficiar a la entidad accionada, para que se 

pronunciara respecto de los hechos y pretensiones de la tutela iniciada por el 

apoderado del señor ERNESTO EMILIO ARICAPA CALVO. 

2. La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES, indicó que revisado los sistemas de información se corroboró 

que el accionante interpuso derecho de petición el 12 de julio de 2021, solicitando 

el paz y salvo, que no se ha dado respuesta puesto que las pretensiones van 

encaminadas hacia lo solicitado por el tutelante. 

 

 



 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. La acción de tutela, prevista por el artículo 86 de la Constitución, es un 

mecanismo procesal especifico y directo, cuya finalidad es lograr la eficaz, concreta 

e inmediata protección de los derechos fundamentales, cuando estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad o de un 

particular encargado de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte 

grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se 

halle en estado de subordinación o indefensión. 

 

2. Con relación al derecho fundamental de petición el artículo 23 de la 

Constitución preceptúa que “[t]oda persona tiene derecho a presentar peticiones 

respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta resolución”. Por su parte, los cánones 13 y 14 de la Ley 1437 de 

2011, sustituidos por la Ley 1755 de 2015, precisan que la respuesta debe ser 

completa y de fondo, y, adicionalmente, que se debe informar al interesado los 

motivos de la demora cuando no es posible resolver la solicitud en los plazos 

legales. 

 

Ahora bien, la Corte Constitucional, en sentencia C-418 de 2017, reiterada 

en el fallo T-077 de 2018, ha señalado que esa garantía superior se rige por las 

siguientes reglas y elementos de aplicación: 

 

1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la 
efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 
 
2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 
como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 
participación política. 
 
3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 
oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) 
la respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser 
clara, precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento 
del peticionario. 
 
4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 
concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

 

En lo referente a los presupuestos que debe contener una respuesta para 

que sea considerada de fondo, el alto tribunal precisó lo siguiente: 

 

(…) La jurisprudencia ha indicado que una respuesta de fondo deber ser: “(i) clara, 
esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión; (ii) precisa, de 
manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente 
y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas; (iii) congruente, de suerte que abarque 
la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado; y (iv) consecuente 
con el trámite que se ha surtido, de manera que, si la respuesta se produce con 
motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que 
conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con 
ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino 
que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las 
razones por las cuales la petición resulta o no procedente”. En esa dirección, este 



Tribunal ha sostenido “que se debe dar resolución integral de la solicitud, de manera 
que se atienda lo pedido, sin que ello signifique que la solución tenga que ser 
positiva”. (Corte Constitucional, sentencia T-206 de 2018). 

 

CASO EN CONCRETO 

Conforme al razonamiento anterior, se dirá que del material probatorio 

existente al interior de la presente acción se tiene que la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES, a la fecha, no ha contestado 

de fondo la petición del accionante. 

Frente a este requerimiento la entidad pública accionada no aportó ningún 

documento que demostrara la emisión de una respuesta que reuniera los requisitos 

de ser de fondo, clara, precisa y congruente con lo reclamado, ni tampoco que se 

haya proferido oportunamente. 

 

Por demás sin ser reiterativo en el punto, se tiene que desde el pasado 13 de 

mayo y 12 de julio de 2021, el accionante radicó ante la entidad accionada la 

solicitud de paz y salvo por concepto de pago de costas judiciales ordenadas en 

auto del 29 de agosto de 2018, sin que a la fecha de esta providencia le dieran 

respuesta de fondo a tal radicado, conllevando a que nos encontremos frente a una 

vulneración al derecho de petición consagrado en nuestra Carta Magna. 

Bajo esta perspectiva, se extrae claramente la vulneración del derecho 

fundamental de petición del accionante y, en esa medida, es necesaria la 

intervención del juez constitucional con la finalidad de que se ordene a la autoridad 

enjuiciada que brinde una contestación de fondo que cumpla los requisitos legales 

y jurisprudenciales, que sea puesta en conocimiento del interesado respecto a la 

solicitud del 12 de julio de 2021. 

 

En consecuencia, se concederá el amparo deprecado, teniendo en cuenta lo 

analizado en esta providencia. 

 

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CUARENTA Y SIETE CIVIL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la Constitución, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONCEDER la tutela del derecho fundamental invocado por el 

apoderado del señor ERNESTO EMILIO ARICAPA CALVO, conforme a lo expuesto 

en la parte motiva de la presente providencia. 

 SEGUNDO: ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES COLPENSIONES para que en el término de cuarenta y ocho (48) 

horas si aún no lo ha hecho, de respuesta de fondo al derecho de petición 

presentado por el aquí tutelante, el pasado 12 de julio de 2021. 

TERCERO: NOTIFICAR la anterior determinación, de conformidad lo 

normado en el Decreto 2591 de 1991 e informar a las partes que contra esta 

decisión procede únicamente la impugnación, la cual podrá interponerse dentro de 

los tres días siguientes a su notificación. 



CUARTO: Si el presente fallo no es impugnado, REMITIR el expediente a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, de ser excluida 

procédase a su archivo. 
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